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COMPLEJIDAD GEOGRÁFICA 
Y CRÍMENES AMBIENTALES 

EN EL CASO DEL URABÁ*

Jaime Alberto Cimadevilla Acevedo* *

“No es pobre el que tiene poco, sino aquel que teniendo mucho 
desea todavía tener más”.

Epicuro

Introducción

El Urabá es uno de los lugares más fascinantes de Colombia, ya que 
posee una riqueza natural e histórica que ha florecido majestuosamen-
te, al estar bañada por dos imponentes océanos. Desgraciadamente, su 
excepcional fortuna ha sido motivo de violencia, y la ha hecho una de 
las zonas más afectadas por el singular conflicto armado colombiano. 
Desde inicios de los años noventa del siglo XX, se ha desencadenado 
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en la región una visceral lucha entre GAO que se disputan el control 
del territorio. Los motivos de esta violenta disputa tienen que ver con 
las riquezas minerales y naturales que concurren en esa región; en otras 
palabras, es abundante en oro y plata. Además, se trata de una tierra 
fértil, que ha sido aprovechada para la explotación de cultivos ilícitos y 
la tala indiscriminada de vegetación milenaria. Por otra parte, sus salidas 
oceánicas facilitaron la creación de rutas ilegales, las cuales, prosperan a 
costa de la vida humana, animal y vegetal. Entonces, el Urabá es una re-
gión donde los cuerpos de miles de personas (de diferentes bandos y de 
civiles inocentes) terminan por conocerse en las entrañas de sus tierras; 
es decir, cuando son enterrados entre sus costeras llanuras, cerca de sus 
ondulados ríos y en lo profundo de sus frondosos valles.

¿Por qué este territorio del país ha sido tan afectado por los grupos 
armados? ¿Cuáles son los intereses de los grupos armados en posicionarse 
en una región como el Urabá? El presente capítulo, el cual es una reflexión 
histórica sobre las motivaciones de la violencia actual y la explotación pre-
datoria de los recursos naturales en el Urabá, se divide en los siguientes 
niveles, para estudiar y examinar este caso: primero, una introducción teó-
rica de las “nuevas guerras” y las “guerras hibridas”, ya que es esencial 
para comprender la lógica de los GAO tras la explotación de minerales y 
el narcotráfico dentro del marco de conflictos asimétricos como el del caso 
colombiano. Así mismo, se aborda el tema de la complejidad geográfica, 
un factor esencial para vislumbrar la particularidad que tiene una fuerte 
relación entre los procesos de violencia en la región, las interacciones entre 
las diferentes comunidades o las redes locales y los desafíos que implica el 
control territorial e institucional por parte del Estado en la región del Ura-
bá. Por eso, el objetivo del capítulo es comprender los procesos históricos 
que han llevado a los GAO, a lo largo de las últimas décadas, a explotar los 
recursos naturales de la región hasta el punto de degradar fuentes fluviales 
y topográficas mediante el uso de agresivos químicos necesarios para la ex-
tracción de dichas riquezas, a fin de que sean vendidas, ya sea en mercados 
legales o por plataformas de comercio ilegal.

Para entender estas disputas, también hay que entender las interac-
ciones sociales, económicas y políticas de la zona, que se estudian para 
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así comprender los factores estructurales y coyunturales de la violencia 
en el Urabá. Ya desde la década de 1950, el profesor John French de-
sarrollo “la teoría social del poder”, donde destacó la formación y la 
creación de estructuras de poder cuando estas generan redes capaces de 
influenciar a las personas (Friedkin, 1986, p. 104). Claramente, dicha vi-
sión puede ser controvertida para el caso que vamos a estudiar, debido a 
que son épocas y espacios tanto diferentes como distantes; sin embargo, 
la construcción de poder desde las mismas bases sociales ha sido concep-
tualizada y adaptada de diversas formas para comprender el desarrollo y 
los procesos de acoplamiento entre la sociedad y el Estado.

En el caso colombiano, existen regiones periféricas; es decir, que se 
encuentran lejos de los centros urbanos y, por lo tanto, su desarrollo 
político ha ido a un ritmo diferente del resto en cuanto transformacio-
nes sociales y económicas, que derivan en el abandono estatal. Ante la 
carencia del Estado, lo que puede llegar a suceder son la aparición y el 
desarrollo de las redes locales, que forman sus propios sistemas admi-
nistrativos y político-sociales, los cuales emanan de la comunidad que 
reside allí. Así pues, se construyen poderes locales, auténticas mani-
festaciones de control real sobre el territorio que superan la autoridad 
del poder formal o, en otras palabras, el control del Estado; por lo 
tanto, muchas de las soluciones o las disputas surgen de la interac-
ción entre las mismas comunidades, o bien, pueden crearse tensiones 
ante la aparición de agentes externos que buscan ejercer el control del 
territorio sin el consentimiento de sus habitantes (Meliá et al., 1993; 
Steiner, 2000). Así pues, para entender la historia del Urabá, es nece-
sario comprender quiénes han sido los actores que han ostentado el 
poder real y explicar por qué, entonces, hechos victimizantes como el 
desplazamiento forzado y el despojo de tierras, que se ven reflejados 
en los datos de la Red de Unidad de Víctimas (RUV) y en las inves-
tigaciones del Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH), son 
importantes para la explotación de la tierra para la minería ilegal, el 
tráfico de especies y el cultivo ilícito de coca. En consecuencia, se alte-
ran las interacciones entre las comunidades y se deterioran las topogra-
fías que existen en el Urabá, situación que hace cada vez más difícil la 
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consolidación de las instituciones y garantizar la seguridad tanto a las 
personas como al medio ambiente.

¿Cómo se podrían estudiar esos fenómenos que ocurren en esta área 
de Colombia? El tema del Urabá antioqueño ha sido investigado de nu-
merosas maneras: en la mayoría de la bibliografía consultada, se estudia 
el impacto social, humano y ambiental que han tenido tanto el conflic-
to armado como la intervención privada en la región; sin embargo, no 
se exploran los intereses históricos de los GAO ni las lógicas detrás de 
su accionar. Es decir, no se ha estudiado a profundidad el tema dentro 
del concepto de nuevas guerras, el cual aporta a la lógica extractivista 
del suelo por parte de varios grupos armados, con la clara intención de 
nutrir su músculo financiero, o que dicho suelo sea empleado para el 
control de la población y del territorio. Por ello, se propone, como eje 
teórico para la investigación, el concepto de las nuevas guerras, porque 
se las entiende como problemas políticos construidos socialmente, y no 
como una disputa territorial entre Estados.

El uso del concepto de nuevas guerras se debe a la atención y la 
preferencia crecientes a temas relacionados con conflictos contempo-
ráneos asimétricos, organizaciones criminales y grupos terroristas en 
los primeros años del siglo XXI: de acuerdo con los registros del Con-
flict Data Project de la Universidad de Uppsala, de 57 guerras registra-
das entre 1990 y 2001, hubo 54 que fueron de carácter interestatal, con 
características de guerras irregulares (guerrillas, autodefensas o grupos 
criminales generando violencia y buscando el control de un mercado 
o un territorio particular), mientras que solo 3 fueron guerras entre 
Estados (Cimadevilla, 2019, p. 93).

¿Cómo se podrían estudiar estos fenómenos? Entre los principales 
exponentes del concepto de nuevas guerras se encuentran el profesor 
Herfried Münkler (2005) y la profesora Mary Kaldor (2012; 2013), quie-
nes coinciden en señalar tres características clave útiles para estudiar 
estos “nuevos” brotes de violencia. La primera característica es una asi-
metría de fuerzas: la confrontación se libra entre organizaciones fuerte-
mente armadas, como grupos guerrilleros, grupos terroristas con altas 
capacidades militares o una organización criminal con capacidades des-
estabilizadoras en varias regiones dentro de un país.
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Así pues, el sentido asimétrico claramente resalta las diferencias en-
tre las FF. AA. de un Estado, las cuales ostentan capacidades terrestres, 
aéreas y fluviales, contra uno o varios grupos armados que cuentan con 
un número significativo de miembros y con un básico entrenamiento 
militar; sin embargo, no tienen el número de integrantes que baste para 
enfrentarse directamente a las FF. AA. ni el arsenal tecnológico para 
sostener batallas abiertas, como suele ocurrir en las guerras convencio-
nales. Por lo tanto, distintas organizaciones armadas irregulares, como 
guerrillas, autodefensas y grupos terroristas, recurren las tácticas y las 
estrategias de estos pequeños grupos armados son las emboscadas, los 
asesinatos selectivos y los atentados terroristas, para generar impactos 
mediáticos, políticos o militares.

La segunda característica es el uso de economías legales e ilícitas para 
enriquecer al grupo armado, con el objetivo de sostener sus operaciones 
políticas y militares. El motivo detrás de esta lógica se debe al costoso man-
tenimiento de un ejército, el cual requiere altos ingresos. Para cumplir con 
tal cometido, se crean intereses geopolíticos sobre regiones abundantes en 
recursos explotables, donde la presencia del Estado sea débil, para ocupar 
así el territorio y aprovechar al máximo dichas riquezas. En consecuencia, 
al no tener una entidad de control externa que vigile esas operaciones, la 
tierra y la fauna locales son depredadas vorazmente, sin tener en cuenta las 
posibles consecuencias ambientales de largo plazo.

En el caso de una guerrilla o un grupo de autodefensa, ninguno de 
estos tiene un sistema de impuestos establecido, como un Estado, o bien, 
las donaciones por parte de seguidores u otros Estados, si las reciben, 
no son suficientes para sostenerse en el largo plazo; por ello, para man-
tener el músculo militar y el político en funcionamiento, es común que 
recurran a mercados ilegales que se encuentren por fuera del control del 
Estado: el narcotráfico, la explotación ilícita de minerales, las extorsio-
nes a la población civil y el tráfico de armas, de personas o de migrantes 
son medios por los cuales se financian estos grupos (Bauer, 2014, p. 66). 
Por ejemplo, en países del África subsahariana, como Sierra Leona, la 
República Democrática del Congo o Liberia, es común la apropiación 
de las reservas minerales con el fin de venderlas en el extranjero: desde 
el petróleo hasta los infames diamantes de sangre e, incluso, el oro han 
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sido distribuidos y traficados por grupos armados para la compra de 
armamento y otros equipos militares (Le Billon, 2008; Silberfein, 2004).

El tercer y último punto es la pérdida del monopolio de la fuerza por 
parte del Estado. Ello sucede, principalmente, en áreas donde las insti-
tuciones del Estado no se han instaurado adecuadamente o, simplemen-
te, no existen para un territorio particular dentro de sus fronteras. Esa 
inconclusa consolidación institucional les permite a los grupos armados 
establecer una forma de autoridad o, incluso, un tipo de gobierno local, 
que se encarga de regular las formas de vida y aplica la justicia y las leyes; 
en consecuencia, el grupo armado que controla el territorio se vuelve 
el administrador de las riquezas, de las leyes y de la justicia sobre una 
población civil.

Ahora bien, aparte de las características de las nuevas guerras ya 
nombradas, existe el concepto de guerras hibridas, el cual, explica muy 
bien el actuar y la mentalidad de los grupos armados que han incurrido 
en la explotación de economías ilícitas. Este concepto explica que algu-
nos grupos armados se juntaron o constituyeron alianzas con organiza-
ciones criminales para mantener sus necesidades y sus beneficios (Hoff-
man, 2007; Fleming, 2011; doctrina Damasco del Ejército Nacional de 
Colombia, 2015). En consecuencia, aumentan los ingresos, crece el mús-
culo financiero de estas organizaciones e invierten en ataques terroristas 
y en la compra equipos militares. En el caso de América Latina, lugar 
donde varias de sus principales economías clandestinas son de origen 
extractivista (narcotráfico, minería, tráfico de flora y fauna), es impe-
rativo dominar las áreas donde se encuentran dichas materias primas o 
proyectarse a otras zonas, tanto nacionales como internacionales, para 
expandir sus operaciones y sus influencias. Derivado de tal situación, las 
amenazas adquieren un carácter mezclado, híbrido, que le apuesta a la 
transformación para adaptarse a cualquier cambio político o a cualquier 
tipo de amenaza que ponga en riesgo sus objetivos.

En el caso colombiano, se puede afirmar que el extractivismo y la 
explotación del suelo son los dos principales generadores de ganancias 
por parte de los grupos armados y las organizaciones criminales: el nar-
cotráfico se basa en la utilización de materias primas de tipo vegetal, 
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como la amapola (propicia para hacer desde la morfina hasta el opio) 
y la marihuana, cuya siembra creció en la costa del Caribe a lo largo 
de la década de 1970, tras la demanda con fines recreativos por parte 
de ciudadanos estadounidenses (Castillo, 1987). También se ha usado 
la coca, planta sagrada y milenaria de varias comunidades nativas suda-
mericanas, pero que ha sido pervertida para la fabricación de la cocaína. 
Para complementarlo, aciertan Pereira y Cruz (2018) al señalar que “en 
Colombia el cultivo de cannabis tradicionalmente se ha concentrado en 
zonas rurales, geográficamente estratégicas y con población marginada” 
(citados por Correa et al.,2019, p. 5); por lo tanto, su explotación des-
mesurada ha provocado la tala indiscriminada de miles de kilómetros 
de árboles en varias áreas del país, donde se han perdido bosques mile-
narios, que costará años recuperar, en departamentos como Antioquia, 
Chocó, Cauca, Guaviare, Nariño, Norte de Santander y Vichada, con el 
solo objetivo del cultivo ilícito (Misión de Observación Electoral, 2019, 
p. 59). Por otra parte, la minería ha sido uno de los métodos más emplea-
dos en este territorio desde el dominio colonial español. Para empeorar 
la situación, tanto la minería como la fabricación de la cocaína requieren 
laboratorios, lo cuales son improvisados y fáciles de armar, para no ser 
detectados por las FF. MM. o la Policía.

Resuelto el debate teórico, se aborda el caso de estudio del Urabá, 
sus características físicas y la forma como se ha desenvuelto el conflicto 
armado en esa región. Después, se profundiza en el actuar de los GAO, 
los cuales han afectado severamente tanto la vida de la población civil 
como la de otros seres: la vegetación y los animales. En otras palabras, se 
han cometido crímenes ambientales y atropellos contra la integridad de 
las personas con el único objeto de conservar sus necesidades financieras 
y militares en esa región al aprovechar economías ilegales extractivistas. 
Finalmente, las conclusiones presentan los desafíos para el Estado a la 
hora de proteger eficaz e integralmente esta zona del país, lo cual ha 
resultado una labor ardua y difícil de consolidar por parte de las institu-
ciones estatales colombianas.

Para analizar de manera eficaz el desarrollo histórico de la violen-
cia en esta región, se empleó la metodología mixta; es decir, el estudio 
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tanto cuantitativo como cualitativo, usado por varios de los autores de 
la Comisión Histórica del Conflicto y sus Víctimas (2015), cuyas ideas 
se reflejan en el documento Contribución al entendimiento del conflicto 
armado (2015): el conflicto armado colombiano tiene causas y procesos 
multidimensionales, multimodales y multifactoriales. Esta visión permite 
comprender el desenvolvimiento histórico de la región, las lógicas detrás 
de cada acción de los combatientes y un estudio de caso complejo que 
también facilita el uso de los análisis y fuentes tanto cualitativas como 
cuantitativas. Así mismo, la relación entre el conflicto armado y la com-
plejidad geográfica en Colombia es un tema es necesario para compren-
der el desarrollo del conflicto armado, la actuación de los combatientes 
y, en términos de seguridad humana, el diseño de políticas que busquen 
el bienestar de las personas en áreas vulnerables.

Relación geografía-conflictos

¿Por qué es importante analizar la geografía del caso que se está in-
vestigando, a fin de entender el desarrollo de la violencia en la región? El 
campo de batalla tiene varios factores que un militar debe tener en cuen-
ta antes de contemplar una ofensiva o una maniobra defensiva. Entre 
los elementos que pueden determinar el resultado de un combate está el 
conocimiento del terreno. Bien lo menciono el general y posterior empe-
rador Napoleón Bonaparte: “el campo de batalla es una escena de caos 
constante. El ganador será el que controle ese caos, tanto el suyo como el 
enemigo” (Carranza, 2018, p. 5). En otras palabras, aquel que conozca el 
terreno o tenga la mayor información sobre este, puede diseñar tácticas y 
operaciones para arrinconar, presionar y neutralizar el accionar del con-
trincante sin haber recurrido exclusivamente al número de soldados o a 
las capacidades tecnológicas para conseguirlo. Mejor dicho, como lo ex-
presó el profesor Yves Lacoste (1977), la geografía es un arma de guerra 
que, al ser empleada de cierta forma, puede determinar la conducción 
de una batalla o, incluso, la de un conflicto armado. En ese sentido, los 
factores geográficos resultan beneficiosos para grupos armados y grupos 
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criminales, ya que se aprovechan de la complejidad geográfica, la difícil 
penetración de las FF. MM. y la débil presencia institucional para existir 
y seguir con sus operaciones clandestinas.

Para comprender mejor la problemática de la geografía en Colom-
bia, es necesario recurrir a un documento desarrollado por los profeso-
res Buhaug, Gates y Lujala (2009), sobre la relación entre los conflictos y 
su situación geográfica; es decir, el papel que juega el medio, la topogra-
fía de un país, para comprender el accionar de los combatientes en una 
guerra irregular. Por ello, los autores plantean las siguientes hipótesis 
para comprender algunas situaciones en estas guerras:

•	 Hipótesis 1: Los conflictos más alejados de la ciudad capital 
tienden a durar más.

•	 Hipótesis 2: Los conflictos localizados en zonas de difícil acceso 
o de difícil penetración duran más.

•	 Hipótesis 3: Los conflictos cercanos a las fronteras internacio-
nales duran más.

•	 Hipótesis 4: Los conflictos que involucren a fuerzas rebeldes dé-
biles suelen durar más.

•	 Hipótesis 5: Los conflictos en zonas con recursos naturales va-
liosos explotables duran más2.

De las cinco hipótesis, cuatro reflejan muy bien el problema en Co-
lombia: primero, gran parte del conflicto armado se ha desarrollado en 
las áreas rurales lejanas de los principales centros urbanos (Hipótesis 1): 
las ciudades tienen mayor control del territorio tanto en lo institucional 
como en lo militar, ya que son sedes tanto de edificios estatales para una 
región como de bases militares (especialmente, de brigadas y divisiones).

Segundo, la complejidad geográfica hace que la penetración de las 
FF. MM., de la Policía y de instituciones del Estado sea uno de los desa-
fíos más notorios y difíciles de superar (Hipótesis 2). Colombia tiene tres 
cordilleras con una variedad de climas y densas selvas, que se destacan 
por sus particularidades geográficas. Este tema puede, perfectamente, 

2	  Traducción del autor.
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dividirse en dos: 1) la topografía, las características del terreno, y 2) la 
flora y la fauna que habitan esos territorios.

¿Cómo se puede reflejar esto en el caso colombiano? Gran parte 
del territorio colombiano se encuentra en áreas donde cierta fauna y 
cierta flora han sido mortales tanto para la población civil como para 
los combatientes y los integrantes de las FF. MM. Por ejemplo, en mar-
zo de 2005, aproximadamente 1000 soldados de las brigadas móviles 
1, 2 y 3 asentados en San Vicente del Caguán (Caquetá) y La Maca-
rena (Meta) presentaron casos de leishmaniosis, debido a la picadura 
de un mosquito hembra de los flebótomos (Romero Castro, 2005). Se 
puede decir que miembros de guerrillas y autodefensas, integrantes de 
organizaciones criminales, deben de tener un número de combatientes 
enfermos o lesionados por adentrarse en terrenos sumamente adversos 
para la salud humana. Infortunadamente, las cifras de integrantes de 
esas organizaciones armadas que hayan caído enfermos o hayan pere-
cido por causas relacionados con infecciones, envenenamientos u otras 
complicaciones provocadas por ataques de la fauna o la flora de alguna 
región son altamente difíciles de determinar. En el caso del Urabá, este 
tema se halla presente en los casos del tétano, la disentería, el paludismo 
y la ya mencionada leishmaniosis (Carrillo-Bonilla et al., 2014). Es más, 
en el decenio de 1950, a un grupo de soldados que patrullaban la región 
se les reportaron enfermedades venéreas, y no había forma de tratarlos, 
porque no había hospitales, ni siquiera un sacerdote para rezar por ellos 
(Horta Gaviria, 2019, p. 155).

Además, la tercera hipótesis indica algo interesante: los principales 
corredores de la violencia en Colombia desde los años sesenta del siglo 
XX, y los cuales no han cambiado de forma notoria en casi 50 años de 
conflicto armado. Como se puede apreciar, la zona por donde más han 
transitado los grupos armados ha sido por las fronteras con Ecuador 
(departamentos de Nariño y Putumayo), Panamá (principalmente, en 
el Urabá antioqueño) y Venezuela (Norte de Santander, La Guajira y 
Arauca). Este vacío es aprovechado para: 1) rutas de escape o comu-
nicación entre dos países y 2) conexiones con otros grupos armados o 
grupos delincuencias, que utilizan estas grietas en la vigilancia estatal 
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para el ingreso ilícito de armas, migrantes, gasolina y contrabando. Estas 
cinco hipótesis son interesantes para analizar el conflicto armado desde 
un punto de vista que mire tanto la complejidad geográfica como la his-
tórica, no solo de Colombia, sino de otros países con complejos conflic-
tos armados, como las guerras civiles en Costa de Marfil, Sierra Leona 
y varios territorios en América Latina, cuya complejidad geográfica, la 
aparición de mercados ilícitos y la carencia de un Estado consolidado 
han jugado roles esenciales en el desarrollo de la violencia entre diversos 
grupos. Así mismo, los cultivos ilícitos de coca y de marihuana han sido 
explotados, de forma notoria, para capitalizar el músculo financiero en 
proyectos políticos y militares. Por otra parte, los diamantes de sangre 
han sido una fuente de explotación mineral para ser vendidos en merca-
dos legales e ilegales.

Estas hipótesis nos hacen reflexionar sobre las estrategias que debe 
tomar el Estado colombiano para entender las amenazas y proponer es-
trategias que puedan debilitar las capacidades políticas y económicas de 
estas en las zonas más lejanas del territorio nacional. Probablemente, la 
mejor forma de disminuirlas en el largo plazo sea con un trabajo eficaz 
y conjunto de todas las instituciones del Estado en esas regiones; es de-
cir, enfocarse exclusivamente en operaciones militares no solucionará 
los problemas sociales, económicos y políticos que han mantenido his-
tóricamente, por décadas, dichas áreas sumergidas en la violencia. Las 
problemáticas objetivas, como la desigualdad social, la falta de un Esta-
do consolidado en la zona o la corrupción (por mencionar solo algunas 
particularidades) han generado serias tensiones entre la población civil 
y las instituciones estatales. En consecuencia, el Estado pierde su credi-
bilidad y lealtad sobre la población abriendo la posibilidad de alianzas u 
ocupaciones de grupos armados sobre estos territorios. Por otra parte, 
en las causas políticas de la violencia hay involucrados grupos políticos 
que deciden emplear las armas y la violencia para lograr sus objetivos a 
cualquier precio. En Colombia, esta problemática nació, y ha mutado, 
desde principios del siglo XX, cuando las tensiones políticas entre el 
Partido Conservador y el Partido Liberal sobrevivieron el final de la gue-
rra de los Mil Días (1899-1902) y la inclusión del comunismo en el país 
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durante la primera mitad del siglo mencionado, hizo que esta rica nación 
se hundiera en una violencia de carácter “tripartidista” (Andrade, 2012; 
Witman, 2018).

En fin, la combinación de factores geográficos, culturales y políticos 
ha sido crucial para los distintos periodos de violencia que se han gene-
rado a lo largo del siglo XX en Colombia: debido a la variedad climática 
y topográfica de este país, ha sido difícil la penetración de las unidades 
militares y la de las otras instituciones en varias regiones del país. Por si 
fuera poco, aun si fuesen capaces de arribar a dichas áreas, tanto esta-
blecerse como funcionar adecuadamente para el público han resultado 
labores titánicas, por no decir imposibles. Además, pueda que la comu-
nidad haya tenido un desenvolvimiento histórico y cultural que puede 
convergir en tensiones entre las entidades del Estado y la comunidad, 
que ve a las instituciones como “ajenas” o “alienadoras” del diario vivir 
de esas personas al pedirles impuestos o exigirles deberes y derechos que 
antes no se aplicaban en su día a día.

Urabá: un área compleja

Colombia es un país cuya diversidad topográfica le permite un sig-
nificativo número de climas y biotopos aptos para la explotación de ma-
terias primas, que puede ir desde minerales hasta combustibles y bienes 
consumibles. Ciertamente, dichas características han representado un 
gigantesco desafío para cualquier organización estatal que ha cruzado 
tal territorio, debido a sus complejas características geográficas: existen 
“nueve unidades fisiográficas, definidas como: ciénagas, islas, lomeríos, 
montañas, planicie fluvio-lacustre, planicie aluvial, planicie fluvio-mari-
na, planicie marina y valles aluviales” (Camacho & Pérez, 2014, p. 23), 
que, además, son dinámicas y cambiantes, debido a sus características 
fluviales, como la lluvia y la crecida del mar o de los ríos.

Ahora bien, como parte de sus divisiones administrativas, entre el 
Caribe antioqueño y el Pacífico chocoano se encuentran los municipios 
de Arboletes, Dabeiba, Necoclí, San Juan de Urabá y Turbo, que, en 
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conjunto, reciben como nombre la región del Urabá antioqueño. Por 
otra parte, el Urabá chocoano comprende los municipios de Acandí, 
el Carmen del Darién, Ungía y Riosucio, que colindan con el océano 
Pacifico. La conformación total de este territorio es, aproximadamente, 
11  000 km2, que, a primera vista, son una pequeña porción de tierra 
dentro de 2 de los departamentos más grandes de Colombia (Antioquia 
cuenta con 63 000 km2, y Chocó, con 46 000 km2). Cabe mencionar que 
el río Atrato —tal vez, la fuente fluvial de mayor importancia de esa 
área— nace de los páramos del municipio de Carmen de Atrato, en la 
cordillera Occidental, desciende por el sur y enriquece toda la fauna y la 
flora que allí se encuentra.

Esta región representa la frontera física con el Estado vecino de Pa-
namá, situación geoestratégica que representa la conexión entre Améri-
ca del Sur y Centroamérica (Simonds, 2016, p. 325). A primera vista, es 
una región ideal para el turismo sostenible, la investigación agropecuaria 
y las exploraciones científicas de sus riquezas minerales y naturales. En 
otras palabras, el Urabá tiene el potencial de convertirse en una zona 
próspera e imprescindible para la riqueza del patrimonio colombiano, 
con el planeamiento adecuado e integral y una genuina participación del 
Estado, combinada con la voluntad de sus habitantes.

Pese a lo anterior, la carencia de agua potable y el inmisericorde clima 
hicieron que fuese en extremo complicado sobrevivir en esa zona (Horta 
Gaviria, 2019; Parsons, 1996) entre el estrecho del Darién y el Urabá, 
y por ello fueron pocas las comunidades, tanto nativas (por ejemplo, 
los emberá) como afrodescendientes, capaces de establecerse allí y crear 
sus propios sistemas de redes locales para regular el funcionamiento de 
sus respectivos territorios. Así mismo, esta zona del país se caracteriza, 
lamentablemente, por tener altos índices de pobreza (Pérez, 2007, p. 2), 
situación que empeora las tensiones políticas y sociales entre los distin-
tos sectores económicos y los grupos armados que rondan por la región.

Ahora bien, si es un lugar tan difícil para asentarse y tan lejos de 
los principales centros de poder del Estado colombiano, cabe hacerse 
la siguiente pregunta: ¿Por qué las guerrillas, los ejércitos privados del 
narcotráfico y las organizaciones criminales han tenido tanto interés en 
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un área que no cuenta con una ciudad importante, ni con una base militar 
destacada ni con un centro administrativo vital para el Estado? Los hechos 
de violencia que han ocurrido, y que siguen sucediendo hasta la fecha, 
en esa área del país no son otra cosa sino una lucha armada por el control 
del territorio y sus riquezas naturales, que han sido explotadas en gran-
des cantidades a partir de un extractivismo predatorio y desmesurado 
que, evidentemente, no está regulado por ninguna autoridad externa. 
Además, si nos remitimos nuevamente a las hipótesis de la complejidad 
geográfica como factor de conflicto, nos damos cuenta de que la relativa 
a las fronteras (Hipótesis 3) y la relativa a las áreas ricas en recursos mi-
nerales (Hipótesis 5) encajan muy bien con la problemática del Urabá. 
Por consiguiente, los objetivos de los grupos armados al mantener al 
tope su músculo financiero en el Urabá han traído serías consecuencias 
tanto a la población civil como al medio ambiente de la región. Además, 
como ya se había mencionado, su diversa y cambiante topografía, más 
las enfermedades tropicales de la región, dificulta la penetración de las 
FF. MM. para establecer el control militar y, por consiguiente, tampoco 
arriban las otras instituciones del Estado, cuya función puede poner en 
riesgo la vida de sus funcionarios.

Continuando con la narración, el Urabá ya venía con tensiones de 
violencia desde antes del decenio de 1980: desde los años veinte del mis-
mo siglo, ya se habían llevado a cabo distintos tipos de colonización 
en la región, pero en su mayoría han sido llevados a cabo por grupos 
independientes, conformados, a su vez, por campesinos, colonos, co-
munidades afro, hacendados y empresas privadas. El problema radica 
en la falta de planificación y de presencia activa de las instituciones es-
tatales, lo cual siempre generó tensiones y choques entre las diferentes 
asociaciones de colonos y los antiguos habitantes de esa región, que ha-
bían iniciado expansiones coloniales por el cultivo de banano, fruto que 
era muy apetecido internacionalmente a principios del siglo XX (Ortiz, 
2007; Delgado, 2004). Como resultado, gran parte de la violencia vivi-
da en el Urabá desde mediados del siglo XIX hasta el siglo XX, había 
sido principalmente provocada por una desorganizada concentración de 
tierras, sin la adecuada regulación del Estado, durante todo ese tiempo 
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(Carreño, 2011; Parsons, 1996; Delgadillo, 1988). Así mismo, fue tan-
to el abandono sufrido por la región que esta se hizo un refugio ideal 
para las guerrillas liberales a mediados del siglo XX, pues, como ya se 
había mencionado, la presencia del Estado era débil (Madarriaga, 2005, 
p. 86). Esto también derivó en una expansión de la violencia política a 
esos territorios, lo que afectó nuevamente a las redes locales, es decir, 
las relaciones establecidas por grupos humanos históricos de la región, 
al involucrarlas en las violentas disputas políticas que venían dándose 
desde la década de 1940.

Décadas más tarde, con la aparición de los movimientos guerrilleros 
marxistas, hacia principios del decenio de 1960, el Ejército Popular de 
Liberación (EPL) empleo el Urabá como parte de su retaguardia estra-
tégica durante décadas, desde que decidieron establecerse en “Alto Sinú 
y el Alto San Jorge hacia la región cercana de Urabá” (Bejarano, 1988, 
p. 50), donde desarrollaban su trabajo político y control militar sobre 
las poblaciones. Además, invadieron ciertas propiedades privadas, para 
redistribuirlas y así apropiarse del negocio de la pesca y la madera, a fin 
de enriquecer su brazo armado (Siegert, 2009, p. 100). Paralelamente, 
guerrillas como las FARC y el ELN empiezan a reestructurarse y forta-
lecerse. Inspirados por el impacto internacional que estaban teniendo el 
Frente de Liberación Nacional del Vietnam y el Frente Sandinista de Li-
beración Nacional (FSLN), en Nicaragua, buscaron demostrar que era 
posible tomarse el poder por las armas al realizar poderosos e impactan-
tes ataques atreves de métodos guerrilleros. Los integrantes de las FARC 
y el ELN, fieles a su estilo rural, se resistieron a desaparecer y, afirmando 
que estarían dispuestos al diálogo, pero en términos de iguales con el Es-
tado, y no en amnistías como la propuesta por el presidente Julio Cesar 
Turbay hacia 1980 (Villamizar, 2017, p. 416).

Teniendo esta motivación en cuenta, durante la Cuarta Conferencia 
de las FARC, celebrada en 1971, estas deciden fundar nuevos frentes de 
guerra, entre los que estaría el Quinto Frente, destinado a operar en el 
Urabá. Esto no sería posible sino hasta 1980, cuando las FARC tuvieron 
la capacidad para abrir frentes en Caquetá, Meta, el Magdalena Medio, 
Cauca y el Urabá (Observatorio de la Consejería Presidencial para los 
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Derechos Humanos, 2013, p. 153). Ya para la década de 1980, las FARC 
se reunieron a fin de determinar la nueva forma de operar y guiar una 
revolución exitosa en Colombia. De esa reunión salieron las conclusio-
nes de la Séptima Conferencia, donde determinaron que fortalecerían su 
brazo militar para tomarse el poder central por medio de las armas. Fue 
también por estas épocas cuando el coqueteo entre las FARC y el narco-
tráfico empezó a irrumpir entre sus filas como una manera de adquirir 
un financiamiento rápido.

Ante este auge guerrillero y la llegada del narcotráfico, en Antio-
quia se crea una organización armada que, teóricamente, defendería sus 
terrenos y sus propiedades, pero lentamente demostró ser también un 
brazo armado de algunos narcotraficantes, los cuales garantizaron que 
sus integrantes tuviesen el entrenamiento y las capacidades armadas de 
un ejército. Basándose en la experiencia de las Autodefensas de Puerto 
Boyacá, un grupo antisubversivo de esa ciudad, nacen las Autodefensas 
Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU), apoyadas por algunos hacen-
dados y, especialmente, financiadas por narcotraficantes, en busca de 
formar ejércitos capaces de enfrentarse a otros carteles, a las guerrillas 
y a las instituciones de seguridad del Estado, como las FF. MM. y la 
Policía, si llegasen a interferir en sus operaciones clandestinas. Tras la 
presunta muerte de su líder, Fidel Castaño Gil, y la caída del Cartel de 
Cali, una vez capturados los Rodríguez Orejuela, se crean las Autodefen-
sas Unidas de Colombia (AUC), comandadas por Carlos Castaño Gil (el 
hermano menor de Fidel), quien alcanzaría un exorbitante poder militar 
e influencia política en varias regiones del país, y generaría una gigan-
tesca riqueza, principalmente, por sus alianzas con el narcotráfico. En el 
caso del Urabá, el Bloque Bananero funcionó como un ente de control 
policiaco que terminó por regular gran parte de la vida de los lugareños 
(Madarriaga, 2005, p. 83); incluso, en 1998 las AUC entablaron diálogos 
con la guerrilla del ELN para acabar las hostilidades (Cimadevilla, 2019, 
p. 200), contexto que la profesora Claudia Steiner bautizaría como “pax 
paramilitar” (Prefacio de la segunda edición, 2019). Por lo tanto, la si-
tuación quedó muy bien enmarcada dentro del concepto de las nuevas 
guerras, y evidenció una desmonopolización de la fuerza en esa región.
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Ya con este complejo escenario de por medio, era inevitable que la 
violencia creciera alarmantemente: la disputa por las rutas ilícitas del 
narcotráfico y la necesidad de abrir nuevos cultivos ilícitos en el Urabá 
derivaron en hechos de violencia como masacres, amenazas, despojos y 
desplazamientos forzados. Esto se debía a que las FARC y las AUC tilda-
ban a distintas personas de “colaboracionistas” o “integrantes” de cual-
quiera de los dos grupos armados, según el acusador, o caían víctimas 
de los combates entre ambos grupos. Por tal motivo, estos dos grupos 
dejaban una serie de grafitis y advertencias, donde querían proclamar 
su dominio y su control sobre los habitantes de los poblados (Centro 
Nacional de Memoria Histórica, 2014, p. 68).

Conjuntamente, existe una clara lógica tras el desplazamiento forza-
do: esta acción reconfiguraba las redes y el poder locales del Urabá: al 
expulsar a los propietarios, forzosamente se transformaban las relacio-
nes sociales locales que determinaban los factores estructurales como la 
distribución de la tierra y de la riqueza, y la cotidianidad de la gente per-
mitió la imposición de nuevos órdenes. Por ejemplo, algunos territorios 
despojados por algún grupo armado fueron vendidos a empresas priva-
das, que generan tensiones con algunas de las víctimas que se quedaron 
o han vuelto a reclamar sus propiedades (García, 2004; Centro Nacional 
de Memoria Histórica, 2014). Por eso, según cifras del RUV, la mayoría 
de las víctimas de municipios como Dabeiba (82,8 %) y Turbo (85,5 %) 
reportaron haber sido expulsadas y despojadas de sus tierras por distin-
tos grupos; especialmente, en la década de 1990 y principios del siglo 
XXI. Entonces, ante la necesidad de fortalecer sus músculos financieros, 
los grupos armados controlaban el territorio y lo reconfiguraban según 
sus intereses y sus beneficios. En consecuencia, se edificó un nuevo “or-
den local sui generis” (Sierra, 2016, p. 211) imponiendo modelos únicos 
de control político y explotación económica que ponen en tela de juicio 
al monopolio de la fuerza del Estado en esas zonas del país.

Por otra parte, si no ocurrían estos hechos victimizantes dentro del 
Urabá, definitivamente sí ocurrían en sus alrededores y sus cercanías. 
Los ejemplos más infames son los casos de la batalla de Bojayá (Chocó), 
donde varios de los habitantes de esa población fueron asesinados en el 
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fuego cruzado de las AUC y las FARC. También, sitios como El Cedral 
y Quebrada del Medio, en Ituango (2000), donde las autodefensas ase-
sinaron a 7 personas, o en Acacias, Tarazá (Antioquia), donde las FARC 
masacraron a 25 campesinos a quienes acusaban de ser colaboradoras de 
las AUC, el 14 de diciembre del 2001.

Tabla 6. Masacres perpetuadas por grupos armados organizados 
en la región del Urabá entre 1990 a 2008

Año Lugar Grupo Número de 
víctimas

1990 Pueblo Bello, Turbo
Los Tangueros
(autodefensas de 
Fidel Castaño Gil)

43

1992 Kennedy, Chigorodó ACCU 5

1994 La Chinita, Apartadó FARC-disidencias del EPL 35

1994 San Pedro de Urabá ACCU 4

1994 Necoclí (junio-diciembre) ACCU 8

1995 Finca de los Kunas, Carepa FARC 19

1995 Chigorodó ACCU 18

1995 Bajo del Oso FARC 26

1996 Turbo ACCU 7

1996 Dabeiba FARC 11

1997 Dabeiba ACCU 14

1997 El Aro, Nudo de Paramillo AUC 17

1998 Mutatá AUC 6

1999 Chigorodó AUC 26

1999 Apartadó AUC 26

2000 La Unión, Apartadó AUC 6

2002 Salsipuedes, Apartadó FARC 9

2005 San José de Apartadó y Mutatos AUC 8

2007 Currulao y la Arena, Turbo
Bandas criminales post 
AUC

4

2008 Nuevo Oriente, Turbo Clan del Golfo 5

Fuente: Proyecto Rutas del Conflicto del Centro Nacional de Memoria Histórica.
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En 1998, falleció el Cura Pérez, tras una serie de complicaciones 
relacionadas con la hepatitis. En su lugar, ascendió Gabino, uno de los 
primeros miembros de esa guerrilla. Es durante ese periodo cuando em-
pezaron a verse cambios dentro del ELN: con el aumento del narco-
tráfico en todo el país, la organización no solo tuvo que medirse a las 
operaciones de las FF. MM. y a los densos combates contra las AUC: 
también tuvieron que enfrentarse a las FARC. A pesar de sus diferen-
cias y de las correspondientes interpretaciones de ellas, siempre hubo un 
respeto mutuo entre ambas guerrillas, hasta el punto de ser camaradas 
en combates contra las FF. MM. Solo queda preguntarse por qué se pre-
sentaron combates entre ambas guerrillas. Ocurre que las FARC, en su 
astronómico crecimiento económico, estaban interesados en expandir 
los cultivos de coca en Arauca y en el Urabá antioqueño, las cuales eran 
áreas de histórica de presencia elena. El ELN sabía que con el cultivo 
de coca llegan los narcotraficantes, que pueden afectar su poder terri-
torial y su influencia sobre la población local (Dulce Romero, 2019). La 
confrontación por ese botín mineral en Arauca pudo terminar con una 
tregua entre ambas guerrillas, alcanzada en 2010, pero con tensiones y 
roces que pueden existir incluso hasta estos días (Verdad abierta, 2015).

En una entrevista hecha a Carlos Arturo Velandia, alias ‘Felipe To-
rres’, quien fue integrante de la Dirección Nacional del Comando Cen-
tral del ELN, reconoció que a esa guerrilla le interesado el tema del 
narcotráfico:

[…] me apena reconocer que el ELN ha empezado a incursionar 

de unos años para acá en la fase que se relaciona con el gramaje 

sobre la coca. Incluso algunas estructuras han ido incluso más 

allá y han pactado con narcotraficantes y con proyectos de las Ba-

crim. Es fácil. Yo te cuido laboratorios y pistas de aterrizaje y, por 

ejemplo, a cambio tú me provees de armas. Es un intercambio de 

servicios en el que todos ganan pues en muchos enclaves de nar-

cotráfico hay un modus vivendi en el que no hay interés de guerra 

entre actores sino contra el Estado, que termina siendo el ene-

migo común, aunque es evidente que todo esto ha desdibujado  
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la imagen del ELN. Sinceramente, me apena ver esta situación 

cuando a nosotros, a mí y al ‘Cura Pérez’, nos costó mucho man-

tenernos al margen del gramaje. Sin embargo, el pragmatismo en 

medio de la guerra se ha transformado en algunas estructuras en 

una dependencia de coca para mantenerse. (Entrevista personal, 

en mayo de 2015, citada por Sierra, 2016, p. 216)

Para la década de 2010, ya se habían dado las grandes e indiscutibles 
pruebas de que el ELN sí estaba incursionando en el narcotráfico como 
parte de sus finanzas y, a causa de ello, se estaba organizando una guerra 
contra otros grupos armados que estaban involucrados directamente con 
dicho mercado ilícito, ya que hubo un aumento notorio de cultivos en 
enclaves históricos de esta guerrilla, como lo es el sur del Bolívar (Acuña 
& Gallardo, 2019, p. 76). Pero el ELN, a diferencia de las AUC y de las 
FARC, se ha mantenido considerablemente al margen el narcotráfico, 
sabiendo que este puede afectar su estructura política y social si llegase a 
aumentar la influencia del narcotráfico en sus filas. Por ello, el profesor 
Sierra (2016) asegura que dicha guerrilla emplea otros métodos delic-
tivos para financiarse, como la extorsión (60 %) y el secuestro (28 %), 
mas que el narcotráfico, el cual es el 4 % de sus ganancias (p. 215). Por 
esto, el impacto del ELN en cuanto extracción mineral o narcotráfico en 
el Urabá es bajo comparado con otros grupos. Es entonces cuando las 
FARC, tanto como las disidencias del EPL y las AUC, se transforman en 
un híbrido entre grupos de insurrección con algunas injerencias del cri-
men organizado y adquiriendo un carácter cada vez más “ambivalente”, 
al recurrir a mercados ilícitos y actuar como un movimiento armado con 
una causa política.

Entonces, no solo la situación era grave desde hace tiempo, sino que 
empeoró circunstancialmente con el inicio del narcotráfico colombiano. 
En consecuencia, el Urabá ha sido una de las regiones más violentas de 
Colombia: sus índices de desplazamiento forzado, masacres y homicidios 
son alarmantes. Así pues, el conflicto armado en la región del Urabá ha 
mostrado cómo se puede crear el infierno en la Tierra para tantos habi-
tantes de esta zona de la geografía colombiana. Ello produjo un número 
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de infames masacres, batallas campales, secuestros, amenazas y violacio-
nes a la integridad sexual. A parte de tales crímenes, esta región del país 
tiene el mayor éxodo de desplazamiento forzado registrado en la historia 
reciente del país: “[…] representa el 10 por ciento del total de casos 
registrados a nivel nacional y más de un 21 por ciento de las expulsiones 
masivas’ (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2015, p. 31). Según las 
cifras de la RUV y de la Unidad para la Atención y la Reparación Integral 
a las Víctimas3, se han registrado, aproximadamente, 429 820 víctimas de 
homicidios y desplazamiento forzado tan solo en esa región. Así mismo, 
otro gigantesco problema es que varios civiles que han denunciado la 
destrucción del medio ambiente en esta y en otras regiones del país han 
sido amenazados o, incluso, asesinados.

Por otra parte, comunidades nativas y líderes han denunciado que 
mineros ilegales siguen entrando a la región y destruyendo sus reservas 
naturales debido al uso de químicos sumamente peligrosos para la vida 
humana, la flora y la fauna locales. El problema es que dichos mineros 
que invaden tierras urabeñas siempre están acompañados por personas 
fuertemente armadas y, en consecuencia, quien intente impedir o de-
nunciar estas excavaciones ilegales puede terminar asesinado o, peor, 
pueden ocurrir una masacre o un desplazamiento forzado masivo contra 
toda la población.

La expansión del portafolio criminal

En 2002, las FARC contaban con, aproximadamente, 20 000 miem-
bros, mientras que el ELN había alcanzado los 4000, y las AUC ron-
daban los 12 000. Pero ya para 2008, se calcula que las FARC llegaban 
a los 8000 integrantes, y que el ELN solo contaba con 2000, mientras 
las AUC ya se habían desmovilizado para entonces. Finalmente, las 
negociaciones entre el gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2018) 

3	 ‘La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas es una institución creada en enero 
de 2012, a partir de la Ley 1448, de Víctimas y Restitución de Tierras, por la cual se dictan medidas 
de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno’. Información 
extraída de la reseña histórica de la mencionada institución.
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y las FARC llevaron a la desmovilización de esta guerrilla hacia 2016. 
Esto es importante, ya que para 2008, varios índices de violencia, como 
el desplazamiento y los homicidios, habían caído drásticamente, tras 
el debilitamiento de los nombrados grupos (Pizarro, 2018). Se puede 
decir que Colombia había entrado a un nuevo periodo del conflicto.

No obstante lo anterior, y como suele suceder en algunos conflic-
tos, aparecen grupos disidentes: es la reunión de miembros de una or-
ganización armada que no reconocen las negociaciones o los acuerdos 
de paz que se alcanzan entre los bandos. Así pues, dicho grupo de indi-
viduos persisten en mantener intactas las armas y su agenda política o 
económica. Justamente, las AUC tuvieron dos tipos de disidencias: una 
política, conformada por el Bloque Metro, que operaba en Antioquia, 
y la cual se ratificó en su lucha armada en contra de las guerrillas, pues 
consideró que el Estado negociaba exclusivamente con los narcotrafi-
cantes de la organización. La otra disidencia se dedicó a temas ilegales 
y, por lo tanto, priorizó los intereses económicos por sobre los temas 
políticos. El mejor ejemplo de esto (y que, además, atañe al estudio de 
caso) son las Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC), las cuales 
operan, principalmente, en el golfo de Urabá. El Estado colombiano 
ha rechazado darles algún tipo de reconocimiento político, lo que ha 
iniciado una serie de calificativos para hablar de esta organización: 
Desde Los Urabeños (claramente, con prontitud fue descalificado, ya 
que es el gentilicio de una región que no representa la totalidad de esa 
organización), pasando por El Clan Úsuga (inspirándose en el apellido 
de sus principales líderes: Darío Antonio Úsuga y Juan de Dios Úsuga), 
hasta, finalmente, bautizarlos como El Clan del Golfo.

¿Por qué esta organización sigue existiendo? ¿Por qué se la puede 
considerar una organización criminal? Primero que todo, varios blo-
ques de las AUC estaban conformados por ejércitos privados del nar-
cotráfico y se especializaban en el control de la siembra, la producción 
y la distribución de las drogas. Eso dejaba en segundo plano el tema 
de la ideología y el de la política. Entonces, dichos remanentes de las 
autodefensas reactivaron o, más bien, continuaron, los negocios ilícitos 
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que las desaparecidas AUC habían dejado dispersos en todo el territo-
rio; por lo tanto, las disputas territoriales se mantendrían o volverían a 
municipios donde la violencia había desescalado. Nuevamente, la se-
guridad, tanto ciudadana como ambiental, estaba en riesgo.

¿Cómo se llegó a esta situación, donde grupos armados han mane-
jado eficientemente estos mercados ilícitos? Estos tipos de transaccio-
nes e intercambios han sido facilitados por procesos legales que han 
sido adoptados por algunos grupos para poder sobrevivir y adaptarse 
a las nuevas posibilidades mercantiles dadas por el contexto tanto na-
cional como internacional. En el caso estudiado, hay una razonable 
explicación: a principios de los años noventa del siglo XX, la apertu-
ra económica incentivada en el gobierno del presidente Cesar Gaviria 
(1990-1994) reactivó la exploración petrolera y minera en todo el país 
(Centro Nacional de Memoria Histórica, 2018). En consecuencia, se 
reactivaron las iniciativas para la explotación de minerales y petrolera. 
Así pues, empieza el llamado boom de la minería en Colombia: una eta-
pa que no solo incentiva a empresas tanto nacionales como internacio-
nales a explorar y explotar el suelo, sino también, a grupos armados y a 
organizaciones criminales; en otras palabras, mientras que el gobierno 
tenía claras intenciones de entrar en un sistema de mercado neoliberal 
global, tanto los GAO como otras organizaciones criminales (algunas 
ya venían en este negocio desde el decenio de 1980) se adaptaron a este 
nuevo escenario internacional, para así tener un alcance transnacional. 
En consecuencia, esto llevó a una mutación de los GAO, con el fin de 
preservar sus intereses en sus zonas de influencia y, al mismo tiempo, 
expandir sus garras a nuevos horizontes: justamente, retomar el tema 
de la minería, que ha sido parte de la historia de Antioquia, y utilizar 
mercados ilícitos, como la exportación de fauna silvestre y de flora exó-
tica, que suelen venderse por altos precios en mercados ilícitos.
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Tabla 7. Variación de la producción del sector explotación  
de minas y canteras

Productos de minería 2012-I/2011-I (%)

Carbón 14,6

Hierro 50,0

Níquel 63,5

Oro 9,2

Platino 4,8

Minerales utilizados en la construcción -0,3

Evaporitas 100

Minerales para usos industriales 4,9

Esmeraldas 20,6

Fuente: DANE (2012), citado por Posada y Sepúlveda (2013, p. 126).

Así pues, la nueva generación de grupos armados, sumándoles una 
mutación de ser grupos armados políticos a tener componentes de or-
ganizaciones criminales, hizo que el portafolio criminal en Colombia se 
expandiera aún más que en los años ochenta y noventa del siglo XX 
(Niño, 2016; McDermott, 2018). También podría incluirse el concepto 
de “organización criminal transnacional insurgente no política” (Murillo 
Zamora, 2016), como se ha categorizado a grupos criminales de Centro-
américa, porque tienen impacto internacional, utilizan el narcotráfico y 
buscan penetrar en algunas estructuras políticas para mantener intactos 
sus propios intereses, y no tanto propagar una agenda ideológica más 
allá de sus áreas de control.

Además, la ausencia de las AUC y de las FARC hizo que se recon-
figurara la guerra, pues los territorios dejados atrás por los dos grupos 
mencionados dejará vacíos de poder en diferentes territorios. Por ejemplo, 
la ruta Catatumbo-Urabá ha sido disputada por cada uno de los actores 
armados que buscan apoderarse de ese corredor estratégico que conecta 
la frontera con Venezuela y la salida al Pacífico y al Atlántico por el Urabá 
(Centro Nacional de Memoria Histórica, 2018, p. 50; Salas-Salazar, 2016, 
p. 49). La lógica detrás de esto es copar la mayor cantidad de territorio, 
a fin de apoderarse de los negocios que los otros grupos desmovilizados  
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habían dejado. Por tal motivo, los índices de violencia y destrucción al 
medio ambiente se han disparado notoriamente en los departamentos de 
Chocó y Norte de Santander, y en el noroccidente de Antioquia. Esta si-
tuación se había presentado de igual manera en el sur del país cuando las 
FARC empleaban los ríos de Guaviare, Caquetá y Putumayo para conec-
tarse geográficamente entre Venezuela y Ecuador; además, dichos afluen-
tes eran utilizados como rutas de escape, transporte de secuestrados, mo-
vimiento de guerrilleros y tráfico de drogas y armas.

Entre los análisis y los testimonios hechos por la  Brigada  Contra 
la Minería Ilegal se destaca que los GAO y GDO están profundamente 
involucrados en la gran mayoría de las áreas donde la extracción ilegal 
de oro se realiza en el país, a través de la extorsión a mineros y compa-
ñías mineras, el control de minas ilegales y la participación en el lavado 
de oro y el tráfico de ese mismo mineral. Para los integrantes de esta 
unidad militar, se encuentran desde puestos de minería artesanal hasta 
minas ilegales controladas por los GAO, e incluso, maquinaria amarilla 
con la capacidad industrial y tecnológica para operaciones extractivistas 
a gran escala. Por ello, expertos en el país informaron que un total de 44 
redes criminales están involucradas en la extracción ilegal de oro.

Además de lo anterior, la llegada de dichos grupos a la región del 
Urabá ha traído una clara degradación ambiental en distintos niveles del 
territorio. Aparte de la minería ilícita y el cultivo de coca, varios grupos 
armados y organizaciones criminales se han enfocado en el tráfico de ma-
deras exóticas, que destacan por su dureza y su calidad. Maderas como las 
de ceibas, cedros y guacayanas son muy apetecidas en los mercados tanto 
nacionales como internacionales. Conjuntamente, Colombia es reconoci-
da mundialmente por ser el país más megadiverso en especies de aves, 
situación aprovechada por grupos criminales para desarrollar el tráfico 
de especies que pueden estar en vía de extinción. Precisamente, el Parque 
Natural de los Katíos, ubicado entre el Darién y el Urabá, posee una no-
toria diversidad en tal sentido: “450 especies de aves, que representan el 
25 % y el 50 % respectivamente de la fauna aviar de Colombia y Panamá” 
(Van Uhm, 2020, p. 11) viven exclusivamente en esa zona; por lo tanto, las 
organizaciones criminales y armadas están dispuestas a capturar y vender 
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estas aves, muchas de las cuales corren peligro de extinguirse y son un 
eslabón de la cadena que sostiene el equilibrio natural de esa región.

Desafíos del Estado: reflexiones y consideraciones

Todo este recorrido histórico de los grupos armados ha brindado 
una visión sobre la magnitud del problema de la seguridad del Urabá. 
Entonces, hay que preguntarse: ¿Cuáles han sido las medidas que ha to-
mado el Estado colombiano para limitar la destrucción del medio ambiente 
por parte de los GAO? ¿Ha tenido ello resultados efectivos?

Para evitar que esto escalara, se formuló el Decreto 2390, que re-
glamenta el artículo 165 de la Ley 695 de 2001 estableciendo las condi-
ciones, las metodologías y los trámites que se deben hacer para solicitar 
la legalización de la actividad minera de hecho. Pero, evidentemente, 
dada la ausencia del Estado en varias regiones, todo eso se quedó en el 
papel. En 2007, el precio del oro se duplicó respecto de su cotización 
5 años atrás, y el fenómeno aumentó en diferentes zonas del país. El 6 
de septiembre de 2011, el oro alcanzó su máximo precio histórico in-
ternacional: 1923,20 dólares por onza troy (ozt), situación que creó aún 
mayor interés en la explotación masiva del codiciado mineral. Para que 
el Estado pudiera anticiparse por medio de mecanismos legales, se expi-
dió la Ley 1450 Plana Nacional de Desarrollo 2011-2014, cuyo artículo 
106 versa sobre el uso de maquinaria pesada y sus partes en actividades 
mineras sin las autorizaciones ni las exigencias previstas en la ley. Ello 
desembocó en dos fortalezas políticas por parte del Estado: el Decreto 
Ley 4134, por el cual se crea la Agencia Nacional de Minería (ANM), en 
2011; además, el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, 
reunido de forma ampliada con los representantes titulares ante la Comi-
sión de la Comunidad Andina, aprobó la Decisión 774: Política Andina 
de Lucha contra la Minería Ilegal, donde se estableció un compromiso 
internacional para proteger y defender el territorio de dicha afectación 
medioambiental. Por otra parte, cabe resaltar que varios biotopos están 
adquiriendo la denominación de sujeto de derechos, justamente para 
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protegerlos, ya que sus condiciones geográficas proveen la vida y el desa-
rrollo de varias especies de fauna y flora. En el caso del Urabá, en 2016, 
la Corte Constitucional emitió la Sentencia T-622, en la cual se reconoce 
al río Atrato como sujeto de derechos; por lo tanto, el Gobierno nacional 
debe responsabilizarse de restaurar el río y “[…] proteger a las comu-
nidades afrocolombianas e indígenas” (Duque Escobar, 2018, p. 1), que 
dependen de dicha fuente fluvial.

No obstante lo anterior, las mencionadas leyes no logran impactar 
adecuadamente las áreas del Urabá, por los patrones de violencia que 
ahí se mantienen: líderes sociales amenazados por grupos desconocidos 
o las políticas actuales que no alcanzan a resolver toda la problemática 
de la región en el largo plazo. Esto se ve reflejado en la cantidad de eco-
logistas y líderes sociales amenazados, o incluso asesinados, en Colombia 
(Romero & Patiño, 2017; Tavera, 2020). Nuevamente, estas personas son 
esenciales para la relación y el entendimiento de las redes y los poderes 
locales que conocen y habitan y podrían dirigir sus respectivos territo-
rios de manera más eficaz si el Estado tuviese una política general de ma-
yor impacto en la región aparte de la garantía de la seguridad nacional.

¿Cuáles han sido los impactos en cifras contra el medio ambiente? 
En 2018, un monitoreo del Instituto de Hidrología, Meteorología y 
Estudios Ambientales (IDEAM) calculó que 17 766 ha de bosque y sel-
va habían sido deforestadas en los departamentos de Antioquia y Chocó 
(Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales, 2018, p. 
10). Seguidamente, en marzo de 2019, se presentaron enfrentamientos 
entre el Clan del Golfo y el ELN por el control del portafolio criminal 
(narcotráfico, minería ilegal y tráfico de migrantes, por nombrar algunas 
de las actividades ilícitas) y el control territorial de varias zonas del de-
partamento del Chocó. Así mismo, se han presentado combates entre 
la mencionada guerrilla contra Los Pelusos/EPL en la región del Ca-
tatumbo, en Norte de Santander. Por otra parte, en los departamentos 
de Cauca, Nariño y Putumayo persiste la violencia creada por los GAO 
que se disputan las rutas ilegales que conectan con Ecuador y la salida al 
océano Pacifico. Estos lugares han sido los corredores tradicionales de la 
violencia por más de 30 años.
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¿Hay posibles alternativas para las diversas problemáticas que afron-
ta esta región? En primer lugar, nuevos problemas requieren nuevas so-
luciones: la gestión ambiental se ha vuelto cada vez más un tema multi-
disciplinario y multinivel, ya que sus impactos y sus relaciones con otros 
niveles del conocimiento (la economía, la política, la biología, e incluso, 
la sociedad), hacen que sea imposible restringirlo a un solo campo del 
saber. En ese sentido, la intervención del Estado es necesaria para la 
reconstrucción activa e integral, tanto de la comunidad como del medio 
ambiente, de esta zona tan afectada por la guerra y por la explotación 
indiscriminada de sus recursos (Camacho & Pérez, 2014, p. 47). Por 
ello, las jurisdicciones de diferentes entidades del Estado deberían res-
ponsabilizarse y abarcar una mayor jurisdicción con la participación de 
la población del Urabá, la cual despliega desde hace tiempo interven-
ciones sociales y culturales para recuperar el medio ambiente y cons-
truir espacios de diálogo para la reconstrucción del tejido social, y por 
lo tanto, la participación de la población es fundamental, y para lograr 
esta reconstrucción es necesaria la protección de los líderes sociales de 
dichos proyectos, ya que son el medio con la población, conocen la zona 
y representan figuras clave para la solución pacífica de los conflictos; 
sin embargo, han sido bastantes los líderes que han sido amenazados 
por guerrillas y por organizaciones criminales, así como por alianzas 
políticas de la región. Desgraciadamente, algunos han sido asesinados 
por grupos aún no identificados, ya que estas personas desestabilizan los 
intereses políticos y socioeconómicos de la población. Ello degenera en 
un imaginario colectivo de inseguridad que afecta directamente los es-
fuerzos de la población por reencontrarse en paz y para la construcción 
de proyectos.

Por otra parte, hay una problemática que es clásica de las guerras hi-
bridas o de estos nuevos fenómenos de la violencia. Ya desde la época de 
los grandes carteles, se empleaban medios tanto legales como ilícitos para 
generar riquezas y esconder sus intenciones de cualquier investigación 
del Estado o de la sospecha de sus competencias. Por ello, esas alianzas 
de lo ilegal con lo legal de grupos criminales con algunos personajes 
importante de la región —o incluso, con empresas— es una estrategia 
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que mantiene con vida dichos enriquecedores negocios. Estas coalicio-
nes generan una red de beneficios y protección de intereses que termina 
por generar relaciones parasitarias, donde los criminales pueden influir 
en algunas personas o, más grave aún, en relaciones simbióticas, donde 
ya los grupos armados o delincuenciales son capaces de influir en la toma 
de decisiones de una región o un Estado (Lupsha,1996). Justamente, 
en 2017 la Fiscalía abrió una investigación a raíz de la cual encontró 
que 30 ríos de Chocó y 18 de Antioquia estaban contaminados con pro-
ductos químicos frecuentemente utilizados para la minería ilegal, como 
el mercurio y el cianuro (altamente peligrosos para cualquier ser vivo). 
Dentro del marco de la mencionada investigación, la comunidad emberá 
que vive en Los Katíos reportó que Anglogold Ashanti, multinacional 
sudafricana de minería, había entrado ilegalmente al territorio de los 
resguardos de esa comunidad, y que el personal de esta era responsables 
del auge de la contaminación. Peor aún, la Fiscalía General de la Nación 
encontró que dicha empresa, presuntamente, había establecido “nego-
cios jurídicos” con grupos descendientes de las AUC y narcotraficantes 
que se dedican al despojo de tierras en San Roque, Yolombó y Caracolí, 
en el departamento de Antioquia (El Espectador, 2017b).

Así pues, son importantes la formalización y la legalización de las 
explotaciones mineras en el territorio, con el fin de regular esta práctica 
para que no altere drásticamente el ecosistema, o bien, prohibirlas total-
mente, pero garantizando, en cualquier caso, el bienestar de la población 
civil más vulnerable, si se ha involucrado en el negocio; no obstante, no 
todas las explotaciones mineras irregulares son manejadas con fines cri-
minales: hay mineros que subsisten de este tipo de trabajo, pero no cuen-
tan para ello con los patrones regulares recomendados y exigidos por 
el Ministerio de Minas y Energía. En el mejor de los escenarios, el suyo 
sería un trabajo integral y en bloque con otras instituciones del Estado, 
como el Ministerio de Medio Ambiente y el Ministerio de Defensa, para 
que se fortalezcan la presencia del Estado, se garantice el bienestar de 
los habitantes y se pueda controlar el territorio de manera institucional. 
Para ello, el enfoque de geopolítica tradicional podrá ser descentralizado 
por el concepto de geopolítica humana. En ese sentido, el control militar 
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se complementaría con la presencia de las otras instituciones del Estado, 
de manera integral y sólida, dentro de los territorios vulnerados.

Por otra parte, no se debe desconocer cómo algunos macroproyec-
tos, que en primera instancia parecen representar un beneficio para la 
comunidad y para el auge económico, pueden llegar a ser devastadores 
para el territorio si no se los maneja adecuadamente: por ejemplo, los 
planes de desarrollo y proyectos como el Puente Terrestre Interoceánico 
(PTI) y el Canal Seco Interoceánico (CSI) pueden tener impactos noci-
vos para el medio ambiente en el Urabá, porque representarían “[…] 
destrucción de amplias áreas de bosque, la desviación de los ríos, la ero-
sión de los suelos y la cementificación de amplias áreas de selva” (Hec-
kadon, 1993 citado por Alì, 2012, p. 78). Además, la vulnerabilidad de 
estas poblaciones —especialmente, las nativas, como los kunas— podría 
empeorar ante la destrucción de sus territorios, tan solo porque dichos 
proyectos buscan competir con el ya establecido, pero antiguo, Canal de 
Panamá (Alì, 2010, p. 119).

Conclusiones

Desde hace treinta años, los grupos armados han generado grandes 
riquezas por medio de la explotación extractivista de materias primas, 
situación que, si no se maneja de modo sostenible, equilibrado y orde-
nado, tendrá en el futuro impactos negativos y supremamente nocivos 
para el medio ambiente y todo tipo de organismos vivientes. El factor 
económico ha jugado un papel importante en el desarrollo de la vio-
lencia del Urabá: la explotación del banano y la minería ilícita han sido 
determinantes en la historia de la región. Por otra parte, se encuentra 
el tema del narcotráfico, el cual también es producido en esta región, 
la cual resulta ser una de las rutas más disputadas en el ámbito de 
dicha industria ilegal desde la década de 1980, lo que ha conducido 
a una frenética violencia entre diferentes carteles del narcotráfico y 
grupos armados. Lamentablemente, las principales víctimas de todo 
este enfrentamiento por el control del territorio y la explotación del 
suelo para complacer las necesidades y mantener los beneficios a favor 
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de dichas organizaciones criminales son la población civil, la fauna y la 
flora del Urabá.

Así pues, podemos decir que, aparte de la complejidad geográfica, la 
falta de una seria resolución política a la violencia que ha azotado el país 
por varias décadas y el bajo interés en el desarrollo social y económico 
de ciertas regiones, debido a múltiples razones (corrupción, carencia de 
instituciones y centralización de intereses privados, por nombrar solo 
algunos) ha limitado históricamente el avance social y político en varias 
zonas de Colombia.

Por otra parte, la presencia de las FF. MM. y de policía puede garan-
tizar mínimamente la seguridad de una zona; es decir, tener el control 
militar del territorio. Sin embargo, sin la presencia de otras entidades del 
Estado colombiano, una consolidación territorial de este sigue inconclu-
sa. Entonces, si en el campo de lo legal existen tratados y leyes interna-
cionales que protegen a los ecosistemas, y aun así se han reportado abu-
sos por parte de las multinacionales, es evidente que las organizaciones 
criminales tampoco van a respetar dichas medidas.
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